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La política
Durante el mes de septiembre, tiempo en el que se celebran las fiestas de independencia nacional, los diputados del Poder Legislativo aprovecharon el ambiente festivo para intensificar sus campañas proselitistas de cara a las elecciones internas y primarias de noviembre próximo. El entusiasmo fue tal, que declararon feriado prematuro y abandonaron sus labores legislativas, prometiendo volver a ocuparse de los asuntos congresales después de las elecciones, es decir a finales del mes de noviembre. La agenda legislativa quedó en suspenso, subordinada a las urgencias electorales de los legisladores, muchos de los cuales pretenden reelegirse en sus curules en el próximo gobierno (2014 – 2018).

Las elecciones, por lo mismo, van viento en popa. Superados los momentos críticos del mes anterior y asignados ya, vía sorteo, los sitios que cada precandidato ocupará en las casillas de la extensa boleta electoral, el Tribunal Supremo Electoral (TSE) dio el banderillazo, a finales del mes, que marcó el inicio legal de la temporada proselitista, cuando todos los participantes pueden ya iniciar su propaganda electoral de manera pública y abierta. Demás está decir que la gran mayoría de movimientos políticos (facciones internas de los partidos) y aspirantes individuales habían comenzado sus labores propagandísticas desde muchos meses antes, violando así en forma flagrante la legislación electoral. El TSE, como ya es costumbre, llega tarde en su afán por enmendar la plana a los candidatos y obligarlos a cumplir la Ley Electoral y de las Organizaciones políticas (LEOP). De acuerdo a las cifras del TSE, el censo o padrón electoral actual está compuesto por cinco millones 138 mil 113 ciudadanos en capacidad legal para votar. Sn embargo, debe tomarse en cuenta que las cifras del TSE provienen del Registro Nacional de las Personas (RNP), una institución en extremo “politizada” (repleta de activistas políticos de los dos grandes partidos, el Liberal y el Nacional, junto a un porcentaje menor de democristianos) y carente de credibilidad tanto técnica como política. En ese Censo están incluidos los miles de emigrantes (más de un millón) que no vendrán a votar, muchos de los difuntos cuyo deceso no ha sido registrado y no pocos extranjeros que han logrado hacerse ilegalmente con documentación “hondureña”.

La intensificación de la dinámica electoral, curiosamente, se traduce en mayor inercia e inmovilismo en los engranajes burocráticos del gobierno. Muchos de los funcionarios, altos e intermedios, así como los diputados, abandonan sus tareas diarias y dedican la mayor parte de su tiempo al activismo político. El gobierno entra en una nueva y más aguda fase de parálisis burocrática que, en este caso, se ve estimulada y agravada por la gravísima crisis fiscal por la que atraviesa la Administración del Presidente Porfirio “Pepe” Lobo. El gobierno está al borde de la bancarrota financiera. Contrata nueva y cada vez más cara deuda interna para pagar la deuda vieja. Vende bonos del Estado, por los que deberá pagar elevados intereses (15 %), para honrar deudas antiguas y pagar a los numerosos proveedores que hacen fila frente a la Tesorería Nacional exigiendo los pagos atrasados. Los empresarios se quejan y amenazan con cerrar el crédito a favor de las instituciones gubernamentales. De hecho, muchos proveedores ya se niegan a prestar o vender servicios y bienes al Estado. Varias dependencias estatales (Ministerios, empresas descentralizadas, el Congreso mismo, etc.) ya han gastado todo o casi todo el presupuesto que les fue asignado para todo el año. No tienen dinero ni para pagar los sueldos y salarios, mucho menos el décimo tercer mes (aguinaldo) que debe ser honrado a finales del año. La situación es, como puede comprobarse a diario, desesperante.

En condiciones semejantes, la firma de un nuevo convenio con el Fondo Monetario Internacional (FMI) parece cada vez más lejana. El gobierno necesita desesperadamente alcanzar un nuevo acuerdo (el último venció en marzo de este año) con el Fondo, lo que le permitiría recibir varios millones de dólares (entre 130 y 200) para el famoso “apoyo presupuestario”. Ello garantizaría un nuevo y recuperado equilibrio en las finanzas públicas que, aunque provisional y pasajero, facilitaría al gobierno terminar su periodo gubernamental en enero de 2014 sin mayores y desesperantes angustias. La Administración lobista no pierde la esperanza de alcanzar un acuerdo en los próximos meses o a principios del nuevo año.

Para ello deberá adoptar medidas drásticas en materia de austeridad financiera (ha anunciado muchas pero los resultados son muy pobres y escasos) y aumentar, a como dé lugar, la recaudación tributaria. La reciente intervención de la Dirección Ejecutiva de Ingresos (DEI) por una terna de expertos en temas tributarios y las crecientes presiones en contra de los empresarios deudores y evasores del fisco nacional, son acciones que van en esa dirección. Sin embargo, entre más medidas anti evasión adopta el gobierno (muchas de ellas caóticas y contradictorias entre sí), más y mejores son los métodos y procedimientos que inventan o utilizan los empresarios para burlar a las autoridades tributarias. El caso de la Tasa de seguridad, un impuesto a las transacciones financieras que deberá servir para financiar un mejor sistema de seguridad pública, es un buen ejemplo: en los primeros meses producía nueve millones de lempiras diarios (450 mil US dólares), luego bajó a siete y actualmente está en cinco millones (250 mil  US dólares) por día. Los mismos banqueros locales han abierto ventanillas bancarias en Panamá, hacia donde han fluido millonarias corrientes de dinero local y en donde se realizan muchas de las grandes transacciones financieras sin pagar ningún impuesto. El Presidente Lobo, cansado ya de apelar a la “buena voluntad” de los grandes contribuyentes, ha anunciado medidas drásticas contra estos “evasores legales” de los impuestos que deberían servir para garantizar mejores niveles de seguridad ciudadana. De acuerdo a estudios independientes, existen al menos 68 decretos y leyes que permiten o facilitan la “evasión legal de los impuestos”. Para colmo, según la Asociación Nacional de Industriales (ANDI), en 29 meses de funcionamiento, el gobierno ha cambiado 28 veces las reglas del juego para la inversión privada, nacional y extranjera.

Como si todo esto fuera poco, la Sala de lo Constitucional (cinco Magistrados) de la Corte Suprema de Justicia, en una votación inesperada de cuatro a uno, declaró inconstitucional el decreto legislativo que crea las famosas Regiones Especiales de Desarrollo (RED), más conocidas como “ciudades modelo”, uno de los proyectos estrella de la Administración Lobo para atraer la inversión extranjera y “vender” a Honduras como tierra propicia para la creación de “paraísos financieros e industriales globalizados y super modernos”. Ahora la Corte en pleno (quince Magistrados) deberá decidir en el mes de octubre la suerte final (ratifica o rechaza el voto de la Sala Constitucional) del más ambicioso y acariciado proyecto económico (y político) del Presidente Lobo. Si la decisión de la Corte mantiene el fallo de la Sala, tanto la ley que crea las “Charter cities” como la reforma constitucional que la hizo posible, quedarán sin valor alguno. Los sueños de atraer millonarias inversiones del exterior para financiar la creación de las RED habrá quedado simplemente en eso: un sueño. Ya en días anteriores, las “Ciudades modelo” habían recibido un golpe demoledor, cuando se hizo pública la renuncia del profesor norteamericano Paul Rommer, el principal ideólogo del proyecto, descontento con el manejo “poco transparente” del mismo por parte de los políticos locales (léase Juan Orlando Hernández y cia). La creciente debilidad del gobierno y su pérdida gradual de iniciativa y poder de convocatoria seguirán en ascenso.

En un intento por encajar el fuerte golpe, el gobierno lobista, respaldado por Juan Orlando Hernández desde el Congreso Nacional, han declarado que después de las elecciones primarias de noviembre, “retomarán el caso” de las RED, anunciando desde ya un posible enfrentamiento con los Magistrados de la Corte Suprema si éstos se pronuncian a favor de la declaración de inconstitucionalidad del proyecto.

Los conflictos sociales mantienen su dinámica de tensión y crispación permanentes. En el Bajo Aguán, se resuelve a medias un problema y casi de inmediato surge otro. Las muertes están a la orden del día. Las invasiones también. Grupos de campesinos armados defienden las fincas asaltadas o protegen a nuevos invasores. Los guardias privados, con el auxilio de militares y policías intentan desalojarlos y se producen choques y enfrentamientos que, generalmente, se traducen en nuevos muertos en ambos bandos.

A mediados del mes circuló un rumor sobre posibles atentados contra la vida del Ministro del Instituto Nacional Agrario (INA), César Ham, y contra el conocido dirigente campesino Rafael Alegría (el hombre de Hugo Chávez en Honduras). El rumor muy pronto adquirió visos de certeza e información confidencial. El Ministro de Seguridad, Pompeyo Bonilla, y el propio Presidente Lobo les llamaron a ambos para advertirles del peligro y pedirles que tomaran las medidas apropiadas de seguridad personal. Al parecer, autores intelectuales desconocidos habrían contratado (y en el caso de Ham, pagado) a sicarios provenientes de las pandillas o “maras” para llevar a cabo la ejecución de los dos dirigentes. Alegría, quien en un principio pretendió buscar asilo en una embajada extranjera, al final optó por refugiarse en casas seguras y mantenerse en una relativa clandestinidad. Mientras Ham, quien se desplaza rodeado de guardaespaldas en carros blindados, es el principal dirigente del partido de izquierdas Unificación Democrática (UD), Alegría es fundador y candidato a diputado en las planillas del nuevo partido Libertad y Refundación (LIBRE).

Las amenazas a muerte contra Ham y Alegría (a última hora se habló también de Ana Pineda, la Ministra de Derechos Humanos y Justicia, pero no hay ninguna evidencia de que existan reales amenazas contra ella y todo apunta más hacia un reconocido afán de notoriedad por parte de esta funcionaria) se producen apenas días después de que fueron asesinados los abogados Antonio Trejo, apoderado legal de un importante grupo campesino (MARCA) del Bajo Aguán, y Manuel Diaz, Fiscal de los derechos humanos en la zona sur del país (Choluteca). Ambas muertes han recibido numerosas condenas a nivel internacional y muchos países y organismos extranjeros (Estados Unidos, Francia, España, Unión Europea, ONU, etc.) han pedido al gobierno investigar los casos y castigar a los culpables. En Washington, el conocido senador demócrata Howard L. Berman ha enviado nuevamente una carta a la Secretaria de Estado Hillary Clinton exigiendo un viraje en la política de Estados Unidos hacia Honduras, el recorte y condicionamiento de la ayuda militar y policial y una fuerte demanda para que el gobierno de Tegucigalpa respete los derechos humanos y reduzca los alarmantes niveles de impunidad que prevalecen en el país.

El gobierno, otra vez, está siendo sometido a una ofensiva crítica en toda la línea por el espinoso tema de los derechos humanos. Y esto sucede justo pocos días después de haber firmado el 13 de septiembre un Memorándum de Entendimiento con María Otero, Sub Secretaria de Estado para la Seguridad Civil, la Democracia y los Derechos Humanos del gobierno de los Estados Unidos. Ese documento deberá ser desarrollado a través de un “Plan de acción” que contiene las “Directrices conjuntas para la priorización e implementación de la seguridad ciudadana 2012 – 2013”. Dicho Plan deberá ser aprobado por ambos gobiernos en el transcurso de este mes de octubre.

La firma del mencionado Memorándum pretende restablecer y mejorar el nivel de las relaciones bilaterales entre ambos países, el mismo que se vio ligeramente afectado por los incidentes del derribo de las dos avionetas que supuestamente transportaban drogas ilícitas dentro del espacio aéreo hondureño (zona insular de Islas de la Bahía) y que culminó con la abrupta destitución del jefe de la Fuerza Aérea Coronel Pastor Ruiz Landa. Esa destitución, influida sin duda desde Washington, despertó mucho malestar al interior de las Fuerzas Armadas de Honduras, a tal punto que el jefe del Estado Mayor Conjunto, General Osorio Canales, declaró a la prensa que los militares se sentían incómodos por las interferencias políticas en su trabajo. De inmediato, desde Casa de gobierno, le ordenaron callar y abstenerse de emitir opiniones sobre el asunto. Esta es la primera vez que se evidencia una discrepancia pública entre el gobierno lobista y los militares.

En el campo de la seguridad, en las últimas semanas se ha advertido un resurgimiento de las masacres y asesinatos colectivos, con decapitación y desmembramiento de cuerpos incluidos. Es como si se hubiesen intensificado las guerras internas entre las pandillas y los grupos dedicados al narcomenudeo o microtráfico de drogas. Los sicarios han vuelto a aparecer, dejando una secuela trágica de sangre y muerte tras de sí. Varios policías han caído, víctimas de esta nueva ola de violencia.

La reforma policial y la correspondiente depuración en las filas de los cuerpos de seguridad siguen a ritmo lento, sin afectar todavía a los altos jefes integrantes de las dos cúpulas que dirigieron la Policía Nacional entre octubre de 2011 – fecha fatídica cuando estalló la última y más grande crisis policial -  y abril/mayo de 2012 (fecha a partir de la cual comenzó la Administración del hoy Comisionado General Juan Carlos “El tigre” Bonilla). El intento del precandidato nacionalista y presidente del Congreso Nacional, Juan Orlando Hernández, por crear su propia versión de una “nueva policía,” los llamados TIGRES, ha encontrado más oposición y rechazo del que se esperaba. El propio Ministro de Seguridad, Pompeyo Bonilla, ex capitán del ejército, ha declarado que si se pretende “militarizar la Policía”, él renunciará a su cargo y se dedicará a “cuidar mis pollos” (Bonilla es un conocido granjero y empresario avícola que se dedica a la cría de pollos).

Con la firma del Memorándum de Entendimiento a que se hace referencia en párrafos anteriores, los norteamericanos estarán en capacidad de poner en marcha su propia “agenda de reforma en el sector seguridad”, combinándola con las propuestas e iniciativas que genere la Comisión de Reforma de la Seguridad Pública (CRSP), creada por el gobierno a finales de enero del presente año. Ante la ausencia de una agenda propia de seguridad por parte del gobierno, los norteamericanos han diseñado la suya y la discuten con la CRSP. En el marco de este proceso tan controversial, se debe entender la súbita decisión del Fiscal General, Luis Rubí, de pedir a los norteamericanos, en carta dirigida a María Otero, una “evaluación profesional” del Ministerio Público, en virtud de la “crisis profunda” en que ésta institución se encuentra. El Fiscal Rubí, que hasta no hace mucho se oponía empecinadamente a cualquier intento de evaluación en el Ministerio que dirige, ahora resulta que solicita a los norteamericanos que, por favor, lo sometan a una pronta y profesional evaluación. Este cambio de opinión no es fortuito: es el resultado de la presión de Estados Unidos sobre el gobierno, una vez que quedó claramente establecido que el Fiscal General era uno de los principales obstáculos para llevar a cabo la reforma integral del sistema la seguridad pública del país.

En los próximos días, la CRSP presentará ante el Presidente de la República y, eventualmente, ante el Congreso Nacional, los proyectos de nueva Ley Orgánica de la Policía Nacional, Ley de la Carrera Policial, propuesta de reformas a la Ley del Ministerio Público y propuestas de dos reformas constitucionales para poder diseñar un nuevo esquema de seguridad pública en Honduras. De esta manera, se pondrá a prueba la verdadera voluntad política del Poder Ejecutivo y de los legisladores para llevar adelante una verdadera reforma de los tres operadores de justicia (policías, fiscales y jueces) en el sistema de seguridad.

La marcha de la economía
A las dificultades derivadas de la ausencia de un convenio de mediano plazo con el Fondo Monetario Internacional, el gobierno debe sumar los problemas originados por el difícil manejo de una deuda interna de tan grandes proporciones, con altos intereses y plazos de vencimiento muy cortos. La decisión de convertir buena parte de esta deuda interna en externa, mediante la venta de la misma en el mercado internacional, sólo es posible si se logra la firma del Acuerdo con el FMI. Es como si se tratara de un círculo vicioso girando sobre una mesa redonda.

Mientras tanto, las reservas internacionales, poco a poco, disminuyen y generan preocupación. Datos oficiales indican que en ocho meses (enero – agosto) han descendido en 260 millones de US dólares (según Jorge Bueso Arias, reconocido banquero local, el Banco Central ha perdido por concepto de reservas la suma de 603 millones de dólares desde julio del año pasado, cuando comenzaron las minidevaluaciones, a la fecha, mientras que la devaluación ha sido de 85 centavos de lempira). Entre tanto, los ingresos fiscales podrían caer en un 6 %, unos 3,300 millones de lempiras (aproximadamente unos 165 millones de US dólares). La inflación ya superó los cuatro puntos en este mes y, para rematar, la factura petrolera podría alcanzar los 2,500 millones de dólares, una suma casi igual a las remesas familiares que los migrantes hondureños envían anualmente al país. Sólo en el primer semestre, esa factura fue de 1,600 millones de dólares, una cifra igual a la que se pagó en todo el año pasado. Según María Elena Mondragón, presidenta del Banco central, la economía crecerá este año en un3,5 %, mientras que la inflación no será mayor de 6,5 % del Producto Interno Bruto (PIB).

Un tanto optimistas, las autoridades del Banco Central esperan que este año las remesas familiares alcancen la cifra record de tres mil millones de dólares (en promedio, según estudios del mismo Banco, cada migrante envía mensualmente 315 dólares a sus familiares en Honduras). Aunque las remesas han seguido creciendo, su ritmo ha disminuido con respecto a los años anteriores a la crisis financiera y económica que afecta a la economía internacional.

El alza desmedida de los precios de los alimentos básicos seguramente elevará la tasa inflacionaria para finales del año, más allá de los cálculos relativamente moderados que hace el Banco Central. En este mes de septiembre subieron los precios de las carnes, los productos lácteos, los huevos, el azúcar y las gasolinas.

Sólo el café permite tener un poco de optimismo en el sector de la economía. Este año la exportación superó los siete millones y medio de quintales y generó 1,437 millones de dólares. Honduras ocupa ya el tercer lugar y aspira a convertirse muy pronto en el segundo exportador latinoamericano de café, sólo detrás de Brasil.

-0-0-0-0-0-0-0-0-0-0-

Esos son los principales factores que determinaron la coyuntura política y económica de Honduras durante el mes de septiembre del año 2012.

Tegucigalpa, 05 de octubre de 2012
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